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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / CARÁCTER FUNDAMENTAL / CÉDULA DE CIUDADANÍA / EN DETERMINADAS CIRCUNSTANCIAS, NO ES EL ÚNICO DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN / VALIDEZ PARA EL EFECTO DEL CERTIFICADO DE DOCUMENTO EN TRÁMITE.
… sobre el derecho al trabajo la Corte Constitucional ha dicho: 

“… la “lectura del preámbulo y del artículo 1º superior muestra que el trabajo es valor fundante del Estado Social de Derecho, porque es concebido como una directriz que debe orientar tanto las políticas públicas de pleno empleo como las medidas legislativas para impulsar las condiciones dignas y justas en el ejercicio de la profesión u oficio… de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta, el trabajo es un derecho y un deber social que goza, de una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga carácter de fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico y social.” (…)
… en lo que atañe con la exigibilidad de la cédula de ciudadanía para la identificación de las personas… explicó: 

“… la Corte ha reconocido que la cédula de ciudadanía no es el único documento de identificación y que en ciertas circunstancias, exigir su exhibición para lograr el ejercicio de algunos derechos, puede resultar desproporcionado”. (…)
… encuentra la Magistratura que el riesgo a esa prerrogativa, proviene exclusivamente de la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas que se niega a darle validez al certificado de documento en trámite expedido por la Resgistraduría… para adelantar las gestiones tendientes a renovar su licencia de conducción. 

Ese requerimiento, a la luz de la jurisprudencia que acaba de repasarse, es un excesivo formalismo que se constituye en una barrera administrativa injustificada para acceder a un documento indispensable para el desempeño de su oficio.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto veintiocho del dos mil diecinueve 
Expediente 66001-31-03-005-2019-00235-01
Acta N° 389 del 28 d agosto del 2019
   



Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela propuesta por José Manuel Saavedra Garzón, frente a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas Risaralda. 
  



ANTECEDENTES
  



José Manuel Saavedra Garzón, inició esta acción de tutela para que le sea amparado su derecho fundamental al trabajo, que estima violentado por las autoridades encartadas. 
  



Explicó que es conductor de vehículos articulados y de ello da cuenta su licencia de conducción, cuya vigencia feneció el 24 de junio de 2019. El 21 de marzo de 2019 se le extravió la cédula de ciudadanía, por lo cual, el 25 de abril siguiente, solicitó ante la Registraduría Auxiliar, ubicada en el barrio Cuba de Pereira, el correspondiente duplicado. 





Debido al inminente vencimiento de su licencia de conducción se dirigió a la Secretaría de Tránsito de Dosquebradas, para su renovación, empero, allí se abstuvieron de iniciar los trámites necesarios dado que no les servía el comprobante de documento en trámite que provisionalmente le expidieron en la Registraduría.  




Por último, informó que se acercó a la Registraduría y allí le informaron que aún no estaba listo el duplicado deprecado, pese a que ya transcurrió el término legal con el que contaban para el efecto. 





Pidió, por tanto, ordenarle a la Registraduría Nacional del Estado Civil, en un término perentorio, que le entregue el duplicado de su cédula de ciudadanía y a la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas habilitar de manera temporal su licencia hasta que la Registraduría suministre el duplicado deprecado.   

  



En primera instancia, se dispuso el impulso respectivo y se corrió traslado al Registrador Nacional del Estado Civil, a los Registradores Especiales de Pereira, el Registrador Auxiliar de Cuba, el Registrador Delegado para Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación, todos de la misma entidad, también se citó a la Secretaria de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas y al Alcalde de Dosquebradas F. 10 y 22, c. 1).  





La Secretaria de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas adujo que ningún servicio le ha negado al accionante, sin embargo, su específica solicitud no podrá ser solucionada ni tramitada por esa dependencia, hasta cuando la Registraduría expida el duplicado de su documento de identidad (f. 15, c. 1).





El Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil, informó que la expedición del duplicado de la cédula del accionante se encuentra en proceso, el cual tarda alrededor de 3 meses, que el suyo está en etapa de “producción”, pero, en virtud del requerimiento judicial de marras se solicitó de manera prioritaria la agilización respectiva. Trasunto de ello pidió la concesión de un plazo de 30 días para su expedición y denegar la tutela en consideración a que no consideró que hubiera vulnerado alguna prerrogativa del actor (f. 18, c. 1). 




Sobrevino la sentencia de primera instancia que concedió la protección porque “no puede ser de manera estricta la cédula de ciudadanía, el único documento o la única forma para establecer la identidad de una persona, y que en determinados eventos, la exigencia de la misma, se convierte en obstáculo para el disfrute y respeto de ciertos derechos fundamentales, es decir, debe permitírsele al ciudadano identificarse por medio de otros mecanismos, cuando la ausencia de la cédula de ciudadanía, le genera la afectación de sus derechos fundamentales”. Y en tal virtud le ordenó al Registrador Nacional del estado Civil, entregarle en 30 días el duplicado de su cédula al demandante, y a la Secretaria de Tránsito de Dosquebradas renovar provisionalmente y por un término de 60 días la licencia de conducción del accionante mientras él normaliza la renovación cuando ya cuente con su cédula (f. 25, c. 1). 




Impugnó la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas y explicó que la licencia provisional que se le ordenó expedir es inexistente en el ordenamiento jurídico, a lo cual se suma que si así se procediera el documento no cumpliría con los requisitos legales tal como se pide en el inciso tercero del artículo 22 de la Ley 769 del 2002. Adujo que permitir que una persona conduzca un vehículo sin que se le haya realizado el nuevo examen de aptitud física, mental y de coordinación motriz, tal y como se ordenó, sería algo muy delicado teniendo en cuenta que conducir es una actividad peligrosa. Puso sobre la mesa la siguiente hipótesis “qué pasaría si en esos dos meses de manera infortunada, llegase a ocurrir que este conductor sufre un accidente, peor aún el mismo cobra víctimas y al momento de verificar su licencia, constatan que se expidió un documento inexistente en la ley, y sin realizar el examen ya mencionado” (Subrayado original).




Por esos interrogantes inquirió que es improcedente acceder a las pretensiones del tutelante y acatar lo ordenado en el fallo (f. 33, c. 1).   



 




  



CONSIDERACIONES
    



La acción de tutela se erigió como un mecanismo ágil y expedito, que permite a toda persona acudir a un juez para lograr la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera sean vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, y en ciertos casos, por los particulares (art. 86 C.N.). 





En uso de tal prerrogativa, acudió el señor Saavedra Garzón, con el propósito de que se le protegiera su derecho fundamental al trabajo conculcado, dijo, por la tardanza en la expedición del duplicado de su cédula de ciudadanía por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, y en atención a que en la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, con el mero certificado de documento en trámite, se rehúsan a tramitar a la renovación de su licencia de conducción, documento indispensable para el desempeño de su oficio. 




En primera instancia se concedió la protección, habida cuenta de que se estimó que la negligencia de las encartadas ponía en riesgo el derecho fundamental del actor.





Corresponde a la Sala entonces, confirmar, revocar o modificar la providencia impugnada, en atención a las manifestaciones de la recurrente.





Pues bien, en lo que respecta a los requisitos generales de procedencia, se cumple la legitimación por activa, en la medida que el demandante acude en su propio nombre en procura de la protección de la prerrogativa que estima conculcada; por pasiva, sin embargo, según la información suministrada por la Registraduría Nacional del Estado Civil, la función de solucionar los ruegos de esta demanda recae exclusivamente en el Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de esa entidad, en ese sentido, y como esos funcionarios están vinculados a este asunto (f. 22, c. 1), será menester modificar la parte resolutiva del fallo que orientó la orden al Registrador Nacional del Estado Civil. 
 



No hay reparos en lo atinente a la inmediatez con la que debe promoverse una acción de este tipo, porque los hechos dan cuenta de la diligencia del accionante en procura de obtener perentoriamente el duplicado de su cédula y la renovación de su licencia. La subsidiaridad también se cumple porque no se columbra otro medio del cual se pueda hacer uso para obtener la protección deseada. 





Ahora bien, sobre el derecho al trabajo la Corte Constitucional ha dicho
: 





De igual manera, la jurisprudencia constitucional ha considerado que la naturaleza jurídica del trabajo cuenta con una triple dimensión. En palabras de la Corporación la “lectura del preámbulo y del artículo 1º superior muestra que el trabajo es valor fundante del Estado Social de Derecho, porque es concebido como una directriz que debe orientar tanto las políticas públicas de pleno empleo como las medidas legislativas para impulsar las condiciones dignas y justas en el ejercicio de la profesión u oficio. En segundo lugar, el trabajo es un principio rector del ordenamiento jurídico que informa la estructura Social de nuestro Estado y que, al mismo tiempo, limita la libertad de configuración normativa del legislador porque impone un conjunto de reglas mínimas laborales que deben ser respetadas por la ley en todas las circunstancias (artículo 53 superior). Y, en tercer lugar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta, el trabajo es un derecho y un deber social que goza, de una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga carácter de fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico y social.” 




Por otra parte, sobre la importancia de la cédula de ciudadanía, la misma Corporación en reiterada jurisprudencia ha dejado claro que la Constitución y la ley le han asignado a ese documento una tripartita función, es decir, que sirve para identificar a las personas, para permitir el ejercicio de sus derechos civiles y para asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. De manera que la falta de expedición, aun si se trata del duplicado, genera una barrera para que el ciudadano pueda recibir determinados beneficios. Por ejemplo, dijo en una ocasión la alta Corporación
:
 En suma, cédula de ciudadanía tiene tres funciones particularmente diferentes (i) identificar a las personas, (ii) permitir el ejercicio de sus derechos civiles y (iii) asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. Además, constituye un medio idóneo para acreditar la “mayoría de edad”, la ciudadanía, entre otras, por lo cual es un instrumento de gran importancia en  el orden tanto jurídico como social, por lo que la falta de expedición oportuna de tal documento desconoce el derecho de cualquier persona al reconocimiento de su personalidad jurídica y, por lo tanto, su derecho a estar plenamente identificada y al ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos.





Y en lo que atañe con la exigibilidad de la cédula de ciudadanía para la identificación de las personas, en la misma sentencia, explicó: 

De conformidad con lo anterior, la Corte ha reconocido que la cédula de ciudadanía no es el único documento de identificación y que en ciertas circunstancias, exigir su exhibición para lograr el ejercicio de algunos derechos, puede resultar desproporcionado.

Al respecto, ha señalado que “En principio y como regla general, la cédula de ciudadanía funge como el documento idóneo para acreditar la identidad de su portador, pero en aquellas situaciones excepcionales cuando está de por medio la amenaza o violación de derechos fundamentales (…) que comprometen la existencia misma de un individuo, se vuelve impostergable el trabajo armónico entre las entidades públicas y privadas para lograr, con ayuda de los avances tecnológicos, la correcta individualización del titular del derecho y evitar que los formalismos socaven el derecho sustancial.
Con relación a lo anterior, cabe mencionar lo establecido en sentencia T-1000 de 2012, en la cual se analizó el caso de una persona a la que, al renovar la cédula de ciudadanía, la Registraduría modificó erróneamente los números de su identificación, por lo cual no había podido reclamar sus mesadas pensionales en el banco correspondiente. En esa oportunidad, la Corte concluyó que pueden existir “varias fallas que pueden ocasionar trasgresiones similares en un futuro y que el juez constitucional no debe pasar por alto. En primer lugar, la cédula de ciudadanía no necesariamente es un medio de identificación infalible e irremplazable, por cuanto es posible que (a) contenga inconsistencias, no atribuibles al ciudadano, que terminen por alterar la correcta identificación de su portador; (b) haya sido objeto de suplantación por un tercero inescrupuloso; o que (c) el documento simplemente no esté disponible porque se encuentra en trámite de expedición. (Énfasis fuera del texto)

De frente a ese recuento, ve la Sala que fue atinada la protección que en primera instancia se concedió en relación con el derecho fundamental al trabajo del que es titular el señor José Manuel Saavedra Garzón. Sin embargo, encuentra la Magistratura que el riesgo a esa prerrogativa, proviene exclusivamente de la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas que se niega a darle validez al certificado de documento en trámite expedido por la Resgistraduría (f. 4, c. 1), para adelantar las gestiones tendientes a renovar su licencia de conducción. 
Ese requerimiento, a la luz de la jurisprudencia que acaba de repasarse, es un excesivo formalismo que se constituye en una barrera administrativa injustificada para acceder a un documento indispensable para el desempeño de su oficio.

Ahora bien, no es que se conmine a la entidad a expedir una licencia inexistente en el ordenamiento jurídico, o que su emisión no esté precedida del examen de aptitud física y mental o de los demás requerimientos necesarios para el efecto, como asevera la impugnante, la instrucción se encamina más bien, a que simplemente, en vez de exigir el duplicado de la cédula de ciudadanía, con el cual en la actualidad no se cuenta, haga valer el certificado de documento en trámite expedido por la Registraduría Nacional del estado Civil y con él adelante la renovación de la licencia de conducción del demandante, al tenor de las directrices normativas e institucionales del caso.    

En ese sentido, se modificará la orden contenida en el numeral 3° de la sentencia apelada, el cual contiene la orden dirigida a la autoridad de tránsito de Dosquebradas. 





Por último se modificará el numeral 4° para absolver a los demás citados al trámite.

   



DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA la sentencia proferida el 12 de julio del 2019, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que José Manuel Saavedra Garzón inició frente a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas Risaralda, en los siguientes términos:

1. El numeral TERCERO quedará así:

Se ordena a la Secretaria de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, o quien haga sus veces, que en el término de 5 días hábiles siguientes a la notificación de esta sentencia, inicie los trámites tendientes a renovar la licencia de conducción del accionante, haciendo valer el certificado de documento en trámite, de conformidad con las consideraciones vertidas en esta providencia. 

2. El numeral CUARTO así:
Se absuelve a los demás citados al trámite





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA   

        Ausencia justificada
� Sentencia C-593/14


� Sentencia T-522/14
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